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Resolución acordada, en Sesión Ordinaria celebrada el quince de enero de dos mil veinticinco, por 

unanimidad de votos, de las y los integrantes del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública, Protección de Datos Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, 

conformado por las Comisionadas y los Comisionados Ciudadanos, que firman al calce, ante Miriam Soto 

Domínguez, Secretaria Técnica, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 15, fracción IX del 

Reglamento Interior de este Instituto, para todos los efectos legales a que haya lugar. 
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CARÁTULA 

COMISIONADA CIUDADANA PONENTE PROYECTISTA 

María del Carmen Nava Polina Mitzy Monserrat Maya Mendoza 

 

TIPO DE 
PROCEDIMIENTO 

EXPEDIENTE 

ACTOR O INSTITUCIÓN 
PÚBLICA (SUJETO 

OBLIGADO) 

FOLIO DE SOLICITUD 

Recurso de revisión en 
materia de acceso a 
información pública 

INFOCDMX/RR.IP.5354/2024 Alcaldía Benito Juárez 092074024003090 

 

¿QUÉ SOLICITÓ LA PERSONA? ¿QUÉ RESPONDIÓ O ENTREGÓ 
EL ACTOR O INSTITUCIÓN 

PÚBLICA? 

¿POR QUÉ NO ESTÁ DE ACUERDO LA 

PERSONA? 

Información sobre quejas o denuncias por 
irregularidades y si hay servidores públicos 

involucrados. 

No es competente 
Por la incompetencia. 

 

FECHA DE SESIÓN PLENARIA 15 de enero de 2025 

¿QUÉ RESUELVE ESTE INSTITUTO? Modificar 

EN CUMPLIMIENTO, ¿QUÉ DEBERÁ REALIZAR EL ACTOR 
O INSTITUCIÓN PÚBLICA? 

● Asuma competencia y se pronuncie, 
únicamente sobre las que ya estén 
concluidas, si ha iniciado o no, quejas o 
denuncias por irregularidades, las razones y 
si hay servidores públicos involucrados; o en 
su caso, clasifique dicho pronunciamiento 
como información confidencial, entregando el 
acta de Comité de Transparencia 
correspondiente. 

¿CUÁNTO TIEMPO TIENE EL ACTOR O INSTITUCIÓN 
PÚBLICA PARA DAR CUMPLIMIENTO? 

10 días hábiles 

 

PALABRAS CLAVE 

Quejas, denuncias, actos de corrupción. 

1 

https://sicom.plataformadetransparencia.org.mx/medios-impugnacion-web/views/medioimpugnacion/detmedioimp.xhtml
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I.- ¿QUÉ RESUELVE ESTE INSTITUTO? 

 

Este Instituto es competente para investigar LA QUEJA O INCONFORMIDAD de la 
persona y decide que es VÁLIDA. 

 
Por lo tanto, la respuesta de la Alcaldía se MODIFICA para que asuma competencia 
y se pronuncie, únicamente sobre las que ya estén concluidas, si ha iniciado o no, 
quejas o denuncias por irregularidades, las razones y si hay servidores públicos 
involucrados; o en su caso, clasifique dicho pronunciamiento como información 
confidencial, entregando el acta de Comité de Transparencia correspondiente. 

 

Del análisis inicial de esta queja, este Instituto determinó que el recurso de revisión 

resultó PROCEDENTE, al reunir los requisitos exigidos por Ley de Transparencia Local 

(artículos 233, 234, 236 y 237), pues la persona lo presentó a través de la Plataforma 

Nacional de Transparencia (PNT) dentro del plazo de 15 días hábiles, contados a partir 

del día siguiente al que fue notificada la respuesta, señalando: su nombre, el medio 

para oír y recibir notificaciones, el actor o institución pública al que le solicitó la 

información, la respuesta recibida, así como los hechos y los motivos por los 

cuales no estuvo de acuerdo con la misma.  

Además, es adecuado analizar la queja, pues el Instituto NO identificó alguna de las 

causas previstas en las normas vigentes para desecharla o sobreseerla. Al revisar de 

oficio1 si alguna   de las CAUSALES DE IMPROCEDENCIA O SOBRESEIMIENTO que 

señalan los artículos 248 y 249 de la Ley de Transparencia Local (es decir, obstáculos 

jurídicos o de hecho que impidan tomar una decisión sobre el fondo de la controversia), 

no se detectó ninguna aplicable; ni la institución pública o actor público, de cuya 

respuesta inicial se presentó la queja, manifestó alguna causa para sobreseer o 

desechar este recurso de revisión. 

 
1 Tesis Jurisprudencial P. /J. 122/99 IMPROCEDENCIA. ESTUDIO OFICIOSO EN EL RECURSO DE REVISIÓN DE 

MOTIVOS DIVERSOS A LOS ANALIZADOS EN LA SENTENCIA COMBATIDA. Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, Novena Época, 192902 2 de 2, Pleno, Tomo X, Noviembre de 1999, Pag. 28 Jurisprudencia(Común) 
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Aunado a lo anterior, este Instituto al ser COMPETENTE para investigar, conocer y 

resolver la presente queja o inconformidad2, y una vez analizada la información que 

exhibieron tanto la persona que presentó la queja, como el actor o institución pública 

contra la cual se presentó la misma3, determina dar la razón a la persona que se 

quejó, pues su reclamo está justificado conforme a las disposiciones de las normas 

vigentes en materia de acceso a la información pública. En consecuencia, con 

fundamento en el artículo 244 fracción IV de la Ley de Transparencia Local, RESUELVE 

MODIFICAR la respuesta emitida por el Heroico Cuerpo de Bomberos y ordenar: 

 

• Asuma competencia y se pronuncie, únicamente sobre las que ya estén 

concluidas, si ha iniciado o no, quejas o denuncias por irregularidades, las 

razones y si hay servidores públicos involucrados; o en su caso, clasifique 

dicho pronunciamiento como información confidencial, entregando el acta 

de Comité de Transparencia correspondiente. 

 

II.- ¿CON BASE EN QUÉ EVIDENCIAS ALCANZÓ EL INSTITUTO ESTA 

DETERMINACIÓN? 

 

Lo anterior se determina con base en los siguientes HECHOS Y ACTUACIONES  

 

1.- ¿QUÉ SOLICITÓ LA PERSONA? 

 
2 Por las atribuciones que le dan los artículos 6, párrafos primero, segundo y apartado A de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 7, apartado D y 49 de la Constitución Política de la Ciudad de México; 1, 2, 37, 51, 52, 
53 fracción XXI, 233, 234, 236, 237, 238, 239, 242, 243, 244, 245, 246, 247 y 253 de la Ley de Transparencia, Acceso 
a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México; 2, 3, 4, fracciones I, XI, XII y XVIII, 12, 
fracciones I y IV, 13, fracción IX y X y 14, fracciones III, IV y VII, del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública, Protección de Datos Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México. 
 
3A las cuales se les concede valor probatorio, en términos de lo dispuesto por los artículos 373, 374, 402 y 403 del 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, ordenamiento de aplicación supletoria a la Ley de la materia, 
así como con apoyo en el criterio orientador de la tesis P. XLVII/96 de rubro PRUEBAS. SU VALORACIÓN 
CONFORME A LAS REGLAS DE LA LÓGICA Y DE LA EXPERIENCIA, NO ES VIOLATORIA DEL ARTÍCULO 14 
CONSTITUCIONAL (ARTÍCULO 402 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO 
FEDERAL). Consultable en Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, Abril de 1996, 
pág. 125. 
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El 5 de diciembre de 2024, a través de la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), 

solicitó: 

 
“Derivado de los trabajos de entrega recepción por el cambio de gobierno, solicito se me 
informe si hasta el momento la presente administración ha presentado quejas y/o denuncias 
administrativas ante la Contraloría y/o ante la Fiscalía por irregularidades en la pasada 
administración 2021-2024. En caso de ser afirmativo solicito se me informe cuántas quejas 
y/o denuncias se han presentado y ante qué instancias. También solicito se me informe las 
razones por las que se realizaron dichas quejas y/o denuncias; si hubo acusación contra 
servidores públicos o ex servidores públicos y sus nombres; y ¿qué tipo de irregularidades se 
encontraron en la administración saliente que pudieran derivar en presuntos actos de 
corrupción?” (Cita textual) 

 
2.- ¿QUÉ RESPONDIÓ O ENTREGÓ EL ACTOR O INSTITUCIÓN PÚBLICA? 

El 5 de diciembre de 2024, mediante la PNT, la Alcaldía respondió a través del oficio 

DUTyRC/SDPyT/JUDAIP/0857/2024, de la misma fecha a la de su recepción, suscrito 

por la Jefa de Unidad Departamental de Apoyo a Información Pública, mediante el cual 

declino la competencia de la solicitud a la Secretaría de la Contraloría General, en los 

términos siguientes:  
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3.- ¿POR QUÉ NO ESTUVO DE ACUERDO LA PERSONA? 

 

El 9 de diciembre de 2024, la persona ahora recurrente manifestó no estar de acuerdo 

con la respuesta, ya que se manifestó una incompetencia: 

 
“La alcaldía Benito Juárez me niega la información y me remite a la Contraloría, pese a que 
la nueva administración representada por Luis Mendoza, es la que analiza y firma de recibido 
como parte de las labores de entrega recepción. No estoy solicitando información a la 
contraloría y/o fiscalía si tiene o no denuncias y/o quejas con motivo de la entrega recepción 
en la alcaldía, sino a la nueva nueva administración de la alcaldía si presentó o no denuncias 
y/o quejas a partir de este proceso en el que recibió el gobierno de la demarcación, esto 
conforme al artículo 10 de la ley de entrega-recepción de los recursos de la administración 
pública del Distrito Federal.” (Cita Textual) 

 

4.- ¿QUÉ ACCIONES LLEVÓ A CABO ESTE INSTITUTO PARA ANALIZAR ESTA 

QUEJA? 
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A. El 12 de diciembre de 2024, la Comisionada Ciudadana Ponente ADMITIÓ a trámite 

el recurso de revisión, con base en las disposiciones previstas por los artículos 51, 

52, 53, fracción II, 233, 234, 236, fracción I, 237, 243, de la Ley de Transparencia 

Local. Asimismo, dio un plazo máximo de siete días hábiles para que las partes 

involucradas en la queja realizarán las manifestaciones o alegatos y exhibieran las 

pruebas que consideraran necesarias en el caso. Esto, con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 230, 237 fracción III y 243 fracciones II y III de esa misma 

Ley.  

 

Además, se informó a las partes, la posibilidad de manifestar su voluntad de llevar 

a cabo una audiencia de conciliación, donde pudieran acordar una solución a la 

queja interpuesta por la persona; lo anterior con fundamento en el artículo 250 de 

la Ley de Transparencia Local. 

 

B. El  

 

C. El 10 de enero de 2025, el Subdirector de Proyectos de la Comisionada Ciudadana 

Ponente, concluyó la investigación del caso, es decir, CERRÓ EL PERIODO 

DE INSTRUCCIÓN4, y ordenó elaborar el proyecto de resolución de este asunto. 

En el acuerdo correspondiente, se hizo constar que la persona inconforme no 

presentó manifestaciones o alegatos en esta etapa. Esto, con fundamento en lo 

dispuesto por la Ley de Transparencia Local, en sus artículos 239 y 243, fracción 

VII.  

 

III.- ¿POR QUÉ ESTE INSTITUTO RESUELVE EN ESTE SENTIDO? 

 

La solicitud de información consistió en acceder a la siguiente información:  

 

 
4 INSTRUCCIÓN: Fase del procedimiento que realiza el Instituto en la que se investiga, se determinan los hechos y 
se identifican, de manera preliminar, los eventuales responsables. Diccionario Panhispánico del Español Jurídico. 
Consultada el 24 de junio de 2024, en el siguiente enlace: https://dpej.rae.es/lema/instrucci%C3%B3n  

https://dpej.rae.es/lema/instrucci%C3%B3n
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1. Si derivado de la entrega de la administración saliente la Alcaldía ha presentado 

quejas o denuncias ante la Contraloría General o ante la Fiscalía de la Capital, por 

irregularidades encontradas. 

2. En caso de que sí, el número de quejas 

3. Razones por las cuales se han presentado. 

4. Saber si existen acusaciones en contra de servidores públicos. 

5. Saber el tipo de irregularidades que pueden derivar en actos de corrupción. 

 

En respuesta la Alcaldía se declaró incompetente para atender la solicitud que nos 

ocupa, remitiéndola a la Secretaría de la Contraloría General. 

 

Consecuentemente, la persona se inconformó debido a la incompetencia declarada en 

respuesta a su petición. 

 

En el pronunciamiento que realizó la Alcaldía, respecto al presente recurso de revisión, 

ratificó la incompetencia y defendió la legalidad de su respuesta. 

 

A partir de esa información, este Instituto determina que la queja o inconformidad resulta 

FUNDADA, y que la Alcaldía es competente para entregar lo solicitado. Lo anterior con 

base en las siguientes consideraciones: 

 

En primer termino, es conveniente retomar lo dispuesto en la Ley de Transparencia, 

Acceso a la Información y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, respecto a los 

casos de incompetencia, la cual contempla lo siguiente:  

  
“[…]  
Artículo 200. Cuando la Unidad de Transparencia determine la notoria incompetencia por 
parte del sujeto obligado dentro del ámbito de su aplicación, para atender la solicitud de 
acceso a la información, deberá de comunicarlo al solicitante, dentro de los tres días 
posteriores a la recepción de la solicitud y señalará al solicitante el o los sujetos obligados 
competentes.  

 
Si el sujeto obligado es competente para atender parcialmente la solicitud de acceso a la 
información, deberá dar respuesta respecto de dicha parte. Respecto de la información sobre 
la cual es incompetente procederá conforme a lo señalado en el párrafo anterior.  
[…]”  



 

 
 
 

Recurso de Revisión en materia de Acceso a la 
Información Pública 

Comisionada Ponente:  María del Carmen Nava Polina 

Actor o Institución Pública: Alcaldía Benito Juárez 

Expediente: INFOCDMX/RR.IP.5354/2024 

9 

 

 

 

 

Aunado a lo anterior, el numeral 10, fracción VII de los Lineamientos para la Gestión de 

Solicitudes de Información Pública y de Datos Personales en la Ciudad de México, 

señala lo siguiente: 

 

“[…] 10. Los servidores públicos de la Unidad de Transparencia deberán utilizar el módulo 
manual del sistema electrónico para registrar las solicitudes de acceso a la información 
pública que se presenten por escrito material, correo electrónico, fax, correo postal, telégrafo 
o verbalmente, conforme a lo siguiente:  
[…]  
VII. Cuando la Unidad de Transparencia advierta notoria incompetencia para entregar la 
información, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquel en que se tenga por presentada 
la solicitud, comunicará esta situación al solicitante en el domicilio o medio señalado para 
recibir notificaciones y remitirá la solicitud a la unidad de transparencia del sujeto obligado 
competente.  
Si el Sujeto Obligado a quien fue presentada una solicitud, es parcialmente competente para 
entregar parte de la información, este, deberá dar respuesta respecto de dicha información 
en el plazo establecido en la Ley de Transparencia y  

procederá respecto de la que no es, conforme a lo señalado en la Ley de Transparencia.  
[…]”  

 

De la normativa citada se desprenden dos situaciones:  

 

1.- El sujeto obligado que reciba una solicitud en la que es competente, deberá 

proporcionar una respuesta de acuerdo con sus atribuciones.  

 

2.- Si existen otro u otros sujetos obligados que también sean competentes para conocer 

de lo solicitado, deberán señalarlo y remitir la petición a la unidad de transparencia 

correspondiente  

 

Establecido lo anterior, con motivo de la incompetencia declarada, la Alcaldía remitió la 

solicitud a la Secretaría de la Contraloría General la cual de conformidad con el artículo 

28 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad 

de México5 es responsable del control interno, auditoría, evaluación gubernamental; así 

como prevenir, investigar, substanciar y sancionar las faltas administrativas en el 

 
5 Consultable en: 

https://data.consejeria.cdmx.gob.mx/images/leyes/leyes/LEY_ORGANICA_DEL_PODER_EJECUTIVO_Y_DE_LA_ADMINISTRACI
ON_PUBLICA_DE_LA_CDMX_7.pdf  

https://data.consejeria.cdmx.gob.mx/images/leyes/leyes/LEY_ORGANICA_DEL_PODER_EJECUTIVO_Y_DE_LA_ADMINISTRACION_PUBLICA_DE_LA_CDMX_7.pdf
https://data.consejeria.cdmx.gob.mx/images/leyes/leyes/LEY_ORGANICA_DEL_PODER_EJECUTIVO_Y_DE_LA_ADMINISTRACION_PUBLICA_DE_LA_CDMX_7.pdf
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ámbito de la Administración Pública de la Ciudad y de las Alcaldías; por lo que esta en 

posibilidades de atender la petición, siendo correcta la remisión de la Alcaldía y 

cumpliendo con uno de los puntos que dicta la Ley de la materia en los casos de 

incompetencia. 

 

No obstante lo anterior, si bien remitió la solicitud a una de las entidades competentes, 

del análisis a la solicitud que nos ocupa se desprende que, su pretensión es saber si la 

nueva administración de la Alcaldía por sí sola ha interpuesto quejas o denuncias 

derivado de irregularidades encontradas, ya sea ante la Secretaría de la Contraloría 

General o ante la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México; es así como la 

Alcaldía principalmente debió de pronunciarse por estos requerimientos,  

 

Ahora bien, establecida la competencia de la Alcaldía para responder a la petición que 

nos ocupa, cabe mencionar que solo debe pronunciarse respecto a las quejas o 

denuncias que estén concluidas ello en virtud de lo siguiente: 

 

Al respecto los “Lineamientos generales en materia de clasificación y 

desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones 

públicas” determinan que los documentos clasificados como confidenciales sólo pueden 

ser comunicados a terceros, siempre y cuando, exista disposición legal expresa que lo 

justifique o cuando se cuente con el consentimiento del titular. 

 
“… 
Cuadragésimo octavo. Los documentos y expedientes clasificados como 
confidenciales sólo podrán ser comunicados a terceros siempre y cuando exista 
disposición legal expresa que lo justifique o cuando se cuente con el 
consentimiento del titular. 
 
Cuando un sujeto obligado reciba una solicitud de acceso a información confidencial 
por parte de un tercero, el Comité de Transparencia, podrá en caso de que ello sea 
posible, requerir al particular titular de la misma autorización para entregarla, 
conforme a los plazos establecidos en la normativa aplicable para tal efecto. El 
silencio del particular será considerado como una negativa. 
 
No será necesario el consentimiento en los casos y términos previstos en el artículo 
120 de la Ley General. 
…” 
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De lo anterior, se desprende que se considerará como información confidencial aquella 

que contiene datos personales, concernientes a una persona física identificada o 

identificable; dicha información no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán 

tener acceso a ella, los titulares de esta, sus representantes y los servidores públicos 

facultados para ello. 

 

En ese sentido, es preciso destacar que en la fracción II del artículo 6 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé que la información que se refiere a la 

vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las 

excepciones que fijen las leyes.  

 

Del mismo modo, es importante mencionar la tesis aislada número 2a. LXIII/2008, cuyo 

contenido es el siguiente: 

 
Época: Novena Época  

Registro: 169700  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  

Tomo XXVII, Mayo de 2008  

Materia(s): Constitucional  

Tesis: 2a. LXIII/2008  

Página: 229  

 

DERECHO A LA PRIVACIDAD O INTIMIDAD. ESTÁ PROTEGIDO POR EL ARTÍCULO 16, 

PRIMER PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS. 

Dicho numeral establece, en general, la garantía de seguridad jurídica de todo gobernado a 

no ser molestado en su persona, familia, papeles o posesiones, sino cuando medie mandato 

de autoridad competente debidamente fundado y motivado, de lo que deriva la inviolabilidad 

del domicilio, cuya finalidad primordial es el respeto a un ámbito de la vida privada personal 

y familiar que debe quedar excluido del conocimiento ajeno y de las intromisiones de los 

demás, con la limitante que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

establece para las autoridades. En un sentido amplio, la referida garantía puede extenderse 

a una protección que va más allá del aseguramiento del domicilio como espacio físico en que 

se desenvuelve normalmente la privacidad o la intimidad, de lo cual deriva el reconocimiento 

en el artículo 16, primer párrafo, constitucional, de un derecho a la intimidad o vida privada 
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de los gobernados que abarca las intromisiones o molestias que por cualquier medio puedan 

realizarse en ese ámbito reservado de la vida. 

 

La citada tesis establece la garantía de seguridad jurídica de los individuos a no ser 

molestados en su persona, familia, papeles o posesiones, salvo cuando medie mandato 

de autoridad competente debidamente fundado y motivado, de lo que deriva el respeto 

a un ámbito de la vida privada personal y familiar que debe quedar excluido del 

conocimiento ajeno y de las intromisiones de los demás, con la limitante prevista en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Cabe precisar que, el derecho a la intimidad es el derecho de todo individuo a no ser 

conocido por otros en ciertos aspectos de su vida y, por ende, el poder de decisión sobre 

la publicidad o información de datos relativos a su persona, familia, pensamientos o 

sentimientos. Por su parte, el derecho a la propia imagen es el derecho de decidir, de 

forma libre, sobre la manera en que elige mostrarse frente a los demás. 

 

En cuanto al derecho al honor, es conveniente traer a colación la siguiente tesis 

jurisprudencial: 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2005523  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 3, Febrero de 2014, Tomo I  

Materia(s): Constitucional  

Tesis: 1a./J. 118/2013 (10a.)  

Página: 470  

 

DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR. SU DIMENSIÓN SUBJETIVA Y OBJETIVA. 

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es posible definir 

al honor como el concepto que la persona tiene de sí misma o que los demás se han formado 

de ella, en virtud de su proceder o de la expresión de su calidad ética y social. Todo individuo, 

al vivir en sociedad, tiene el derecho de ser respetado y considerado y, correlativamente, 

tiene la obligación de respetar a aquellos que lo rodean. En el campo jurídico esta necesidad 

se traduce en un derecho que involucra la facultad que tiene cada individuo de pedir que se 

le trate en forma decorosa y la obligación de los demás de responder a este tratamiento. Por 
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lo general, existen dos formas de sentir y entender el honor: a) en el aspecto subjetivo o ético, 

el honor se basa en un sentimiento íntimo que se exterioriza por la afirmación que la persona 

hace de su propia dignidad; y b) en el aspecto objetivo, externo o social, como la estimación 

interpersonal que la persona tiene por sus cualidades morales y profesionales dentro de la 

comunidad. En el aspecto subjetivo, el honor es lesionado por todo aquello que lastima el 

sentimiento de la propia dignidad. En el aspecto objetivo, el honor es lesionado por todo 

aquello que afecta a la reputación que la persona merece, es decir, el derecho a que otros 

no condicionen negativamente la opinión que los demás hayan de formarse de nosotros. 

 

La jurisprudencia dispone que el honor es el concepto que la persona tiene de sí 

misma o que los demás se han formado de ella, en virtud de su proceder o de la 

expresión de su calidad ética y social, por lo que, todo individuo, al vivir en sociedad, 

tiene el derecho de ser respetado y considerado. En el campo jurídico esta necesidad se 

traduce en un derecho que involucra la facultad que tiene cada individuo de pedir que se 

le trate en forma decorosa y la obligación de los demás de responder a este tratamiento. 

 

A mayor abundamiento, es preciso señalar el contenido de la siguiente jurisprudencia: 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2006092  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  
Libro 5, Abril de 2014, Tomo I  
Materia(s): Constitucional, Penal  
Tesis: 1a./J. 24/2014 (10a.)  
Página: 497  
 
PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO PROCESAL. 
La presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido 
de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas 
a regular distintos aspectos del proceso penal. Una de sus vertientes se manifiesta como 
"regla de trato procesal" o "regla de tratamiento" del imputado, en la medida en que este 
derecho establece la forma en la que debe tratarse a una persona que está sometida a 
proceso penal. En este sentido, la presunción de inocencia comporta el derecho de toda 
persona a ser tratado como inocente en tanto no se declare su culpabilidad por virtud de una 
sentencia condenatoria. Dicha manifestación de la presunción de inocencia ordena a los 
jueces impedir en la mayor medida posible la aplicación de medidas que impliquen una 
equiparación de hecho entre imputado y culpable, es decir, conlleva la prohibición de 
cualquier tipo de resolución judicial que suponga la anticipación de la pena. 
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Conforme a lo anterior la presunción de inocencia es el derecho de toda persona a ser 

tratado como inocente en tanto no se declare su culpabilidad por virtud de una sentencia 

condenatoria. Dicha manifestación, conlleva la prohibición de cualquier tipo de resolución 

judicial que suponga la anticipación de la pena. 

 

En este orden de ideas, es conducente enfatizar que la presunción de inocencia, 

consagrada en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el 

derecho a la intimidad, la imagen y honor, reconocidos por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, se encuentran estrechamente relacionados con el derecho a la 

protección de datos personales, pues a partir del conocimiento de cierta información 

sobre la esfera privada de las personas se puede ocasionar un daño a la imagen, 

honor, intimidad y presunción de inocencia de las personas. 

 

Bajo esta consideración, se observa que el sólo pronunciamiento en el sentido 

afirmativo o negativo de la existencia o inexistencia de alguna queja o denuncia 

que esté en trámite en contra de una persona identificada, constituye información 

confidencial, cuya publicidad, afectaría la esfera privada de la persona relacionada, toda 

vez que se generaría ante la sociedad una percepción negativa sobre su persona, 

situación que se traduciría en una vulneración a su derecho a la presunción de inocencia, 

reconocido en la propia Constitución, así como su honor, buen nombre, imagen y su 

intimidad, en razón de que terceras personas podrían presuponer su culpabilidad o 

responsabilidad, sin que éstas hayan sido demostradas o valoradas en juicio hasta la 

última instancia, afectando su prestigio y su buen nombre.  

 

En esta tesitura, se observa que, el hecho de que el sujeto obligado se pronuncie sobre 

una investigación en trámite conllevaría la revelación de información que podría 

implicar su exposición pública, en demérito en su reputación y dignidad, 

recordando que éste tipo de derechos, se basa en que toda persona, por el hecho de 

serlo, se le debe considerar honorable, merecedora de respeto, de modo tal que a través 

del ejercicio de otros derechos, no se puede dañar a una persona en su honor o en la 

estimación y confianza que los demás tienen de ella en el medio social en que se 

desenvuelve y que es donde directamente repercute en su perjuicio. 
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En consecuencia, es dable concluir que, respecto a las quejas o denuncias en trámite 

se actualiza de la causal de confidencialidad prevista en el párrafo primero del artículo 

186 de la ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de cuentas 

de la Ciudad de México.  

 

Sin embargo, tal situación, no resulta procedente respecto de las quejas, denuncias 

y/o procedimientos concluidos con una sanción condenatoria, debido a que dicha 

información es susceptible de proporcionarse, puesto que su difusión transparenta la 

gestión de los sujetos obligados, permitiendo que se conozcan aquellos casos en los que 

la actuación del personal fue contraria a lo que disponen las leyes aplicables, siempre 

que dichas denuncias se hayan iniciado atendiendo al carácter de servidor público.  

 

A efecto de robustecer lo anterior, es necesario señalar que la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, ha determinado que el umbral de protección de un servidor público 

debe permitir el más amplio control ciudadano sobre el ejercicio de sus funciones debido 

a que éste se expone de manera voluntaria al escrutinio de la sociedad, al asumir ciertas 

responsabilidades públicas; es decir, el acento de este umbral diferente de protección no 

se asienta en la calidad del sujeto, sino en el carácter de interés público que conllevan 

sus actuaciones; lo anterior, en los casos Herrera Ulloa vs. Costa Rica y Kimel vs. 

Argentina. 

 

En ese mismo sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha determinado un 

sistema dual de protección, según el cual los límites de crítica son más amplios cuando 

la información se refiere a personas que, por dedicarse a actividades públicas o por el 

rol que desempeñan en una sociedad democrática, están expuestas a un control más 

riguroso de sus actividades y manifestaciones que aquellos particulares sin protección 

pública alguna, pues en un sistema inspirado en los valores democráticos, la sujeción a 

esa crítica es inseparable de todo cargo de relevancia pública, tal como se muestra a 

continuación: 

 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES A LA LUZ DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN 
DUAL Y DEL ESTÁNDAR DE MALICIA EFECTIVA. Para el análisis de los límites a 
la libertad de expresión, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha adoptado el 
denominado "sistema dual de protección", según el cual los límites de crítica son más amplios 
cuando ésta se refiere a personas que, por dedicarse a actividades públicas o por el rol que 
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desempeñan en una sociedad democrática, están expuestas a un control más riguroso de sus 
actividades y manifestaciones que aquellos particulares sin proyección pública alguna, pues 
en un sistema inspirado en los valores democráticos, la sujeción a esa crítica es inseparable 
de todo cargo de relevancia pública. Sobre este tema, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos precisó, en los casos Herrera Ulloa vs. Costa Rica y Kimel vs. Argentina, que el 
acento de este umbral diferente de protección no se asienta en la calidad del sujeto, sino en 
el carácter de interés público que conllevan las actividades o actuaciones de una persona 
determinada. Esta aclaración es fundamental en tanto que las personas no estarán sometidas 
a un mayor escrutinio de la sociedad en su honor o privacidad durante todas sus vidas, sino 
que dicho umbral de tolerancia deberá ser mayor solamente mientras realicen funciones 
públicas o estén involucradas en temas de relevancia pública. Esto no significa que la 
proyección pública de las personas las prive de su derecho al honor, sino simplemente que el 
nivel de intromisión admisible será mayor, aunque dichas intromisiones deben estar 
relacionadas con aquellos asuntos que sean de relevancia pública. La principal consecuencia 
del sistema de protección dual es la doctrina conocida como "real malicia" o 
"malicia efectiva", misma que ha sido incorporada al ordenamiento jurídico mexicano. Esta 
doctrina se traduce en la imposición de sanciones civiles, exclusivamente en aquellos casos 
en que exista información falsa (en caso del derecho a la información) o que haya sido 
producida con "real malicia" (aplicable tanto al derecho a la información como a la libertad de 
expresión). El estándar de "real malicia" requiere, para la existencia de una condena por daño 
moral por la emisión de opiniones, ideas o juicios, que hayan sido expresados con la intención 
de dañar, para lo cual, la nota publicada y su contexto constituyen las pruebas idóneas para 
acreditar dicha intención. En este sentido, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación observa que, dependiendo de su gravedad y de la calidad del sujeto pasivo, las 
intromisiones al derecho al honor pueden ser sancionadas con: (i) sanciones penales, en 
supuestos muy limitados referentes principalmente a intromisiones graves contra particulares; 
(ii) con sanciones civiles, para intromisiones graves en casos de personajes públicos e 
intromisiones medias contra particulares; y (iii) mediante el uso del derecho de réplica o 
respuesta, cuyo reconocimiento se encuentra tanto en el texto constitucional como en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, para intromisiones no graves contra 
personajes públicos e intromisiones leves contra personas privadas. 

 

En ese sentido, se considera que en aquellos casos donde se impuso una sanción 

condenatoria a la personas servidoras públicas y que ésta se encuentre firme con una 

sanción condenatoria, no puede, de ninguna manera ser confidencial, ya que ello da 

cuenta de que efectivamente fue detectada una conducta irregular que actualizó algún 

supuesto de responsabilidad penal, contraviniendo los principios que rigen la función 

pública; así como, también faltando a sus obligaciones en el servicio público, siendo 

confirmada tal determinación por una autoridad competente, a través de una resolución 

fundada y motivada que obtuvo el carácter de firme.  
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Es decir, a partir de dar a conocer si cierta persona servidora pública estuvo inmersa en 

una investigación por conductas indebidas en el ejercicio de sus atribuciones y derivado 

de ello se le determinó una sanción, permitiría a la sociedad realizar un escrutinio 

público en relación al ejercicio de sus funciones. 

 

A mayor abundamiento, transparentaría la gestión de los sujetos obligados, ya que se 

daría cuenta de aquellos casos en los que la actuación de las personas servidoras 

públicas fue contraria a Io que disponen las leyes aplicables. 

 

Por todo lo antes expuesto, se considera que no procede la clasificación del 

pronunciamiento sobre la existencia o inexistencia de las quejas, denuncias y/o 

procedimientos concluidos con una sanción condenatoria firme. 

 

Por lo anteriormente expuesto, el agravio del particular resulta fundado, y es procedente 

MODIFICAR la respuesta del sujeto obligado para que asuma competencia y se 

pronuncie, únicamente sobre las que ya estén concluidas, si ha iniciado o no, quejas o 

denuncias por irregularidades, las razones y si hay servidores públicos involucrados; o 

en su caso, clasifique dicho pronunciamiento como información confidencial, entregando 

el acta de Comité de Transparencia correspondiente. 

 

IV.- ¿EXISTE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA POR PARTE DE ALGUNA 

PERSONA SERVIDORA PÚBLICA? 

Este Instituto no advierte que, en el presente caso, las personas servidoras públicas 

hayan incurrido en posibles infracciones a la Ley de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México con motivo de la 

respuesta que originó la queja analizada. 

 

V.- ¿CÓMO SE DARÁ CUMPLIMIENTO A ESTA RESOLUCIÓN?  
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PRIMERO. La Ponencia Instructora dará seguimiento a la presente resolución, llevando 

a cabo las actuaciones necesarias para asegurar su cumplimiento y, en su momento, 

informará a la Secretaría Técnica.  

 

SEGUNDO. La respuesta que el actor o institución pública emita en cumplimiento a la 

presente resolución, deberá realizarla en el plazo de 10 días hábiles contados a partir 

del día siguiente en que sea notificado de la misma. 

 

TERCERO. El actor o institución pública deberá informar por escrito a este Instituto sobre 

el cumplimiento dado a la presente resolución, anexando copia de las constancias que 

lo acrediten, a más tardar el día siguiente de concluido el plazo concedido para ello; 

apercibido que, en caso de no hacerlo, se procederá en términos de la fracción III del 

artículo 259 de la Ley de la materia.  

 

CUARTO. Se informa a la persona recurrente que, en caso de estar inconforme con la 

presente resolución, podrá impugnarla a través de un recurso de inconformidad ante el 

Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 

Personales (INAI); o ante Juzgado de Distrito del Poder Judicial de la Federación vía 

amparo indirecto, sin poder interponer simultáneamente ambas vías. 

 

QUINTO. Se informa a la persona recurrente que, se encuentran disponibles el teléfono 

55 56 36 21 20 y el correo electrónico ponencia.nava@infocdmx.org.mx, para comunicar 

a este Instituto cualquier duda o irregularidad en el cumplimiento de la presente 

resolución. 

 

SEXTO. Notifíquese la presente resolución a la persona recurrente y al actor o institución 

pública, a través de la Secretaría Técnica de este Instituto. 

 

SÉPTIMO. Finalmente, con la intención de conocer la opinión de la persona recurrente 

respecto a la atención brindada en la tramitación de su expediente por las personas 

integrantes de la Ponencia de la Comisionada Ciudadana María del Carmen Nava Polina, 

se pone a su disposición el siguiente cuestionario de satisfacción: 

https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLSdqEQB3ReV_kgSF-

AD4nBh7tLU3THG0YuvxjArbBX2ApdVPpQ/viewform 

mailto:ponencia.nava@infocdmx.org.mx
https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLSdqEQB3ReV_kgSF-AD4nBh7tLU3THG0YuvxjArbBX2ApdVPpQ/viewform
https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLSdqEQB3ReV_kgSF-AD4nBh7tLU3THG0YuvxjArbBX2ApdVPpQ/viewform

